
 
   

 

 

 

Rama Judicial del Poder Publico 
Consejo Superior de la Judicatura 

Consejo de Estado 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo de Santander 

SIGCMA-SGC 

 JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BUCARAMANGA 

 

AVISA 

 

 

A la comunidad del MUNICIPIO DE CEPITA (Santander), que de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 53 y siguientes de la Ley 472 de 1998, mediante 

providencia de trece (13) de marzo de dos mil veintitrés (2023) el JUZGADO 

CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA ADMITIÓ LA 

DEMANDA PROMOVIDA A TRAVÉS DEL MEDIO DE CONTROL DE 

PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS DERECHOS COLECTIVOS radicada bajo la 

partida 680013333004-2023-00063-00 siendo accionante el ciudadano MARCO 

ANTONIO VELASQUEZ y accionado el MUNICIPIO DE CEPITAL. En dicho medio 

de control se persiguen las siguientes PRETENSIONES: 

 

“1. Que se ordene para que se realicen los estudios necesarios para la recuperación del 

puente en un término de 6 meses.  
 
2. Que se ordenen los las apropiaciones presupuestales, comprometer vigencias futuras, 
hacer los créditos y contra créditos necesarios requeridos para la construcción y puesta 
en funcionamiento puente colgante que comunicaba cepita Aratoca sobre el rio 
chicamocha y la vereda san miguel entre otras y para que en el término de 1 mes realice 
los estudios y diseños requeridos para la construcción de las obras en mención y en el 
término de 1 año se ponga en funcionamiento el equipamiento urbano puente peatonal 
objeto de esta solicitud sin más escusas en aras de proteger los derechos colectivos 
 
3. que se ordene el pago de costas procesales o agencia de derecho, por valor de 6 
salarios mínimos las cuales son los costos o gastos relacionados con la defensa judicial 
de quien resulta ganador en un determinado litigio. Estos costos o gastos, comúnmente 
conocidos como costas judiciales, deben ser asumidos por quien pierde el litigio o la 
querella. Las tarifas correspondientes a estas costas judiciales o agencias de derecho, 
están fijadas por el Consejo Superior de la Judicatura, que en el acuerdo 1887 de 2003, 
estableció que dice: ARTICULO PRIMERO.- Objetivo y ámbito de aplicación. Es objetivo 
de este Acuerdo establecer, a nivel nacional, las tarifas de agencias en derecho aplicables 
a los procesos judiciales. ARTICULO SEGUNDO.- Concepto. Se entiende por agencias 
en derecho la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte 
victoriosa, a cargo de quien pierda el proceso, el incidente o trámite especial por él 
promovido, y de quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, 
revisión o anulación que haya propuesto, y en los casos especiales previstos en los 
códigos de procedimiento. ARTICULO TERCERO.- Criterios. El funcionario judicial, para 
aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en este Acuerdo, 
tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el 
apoderado o la parte que litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la 
pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y 
razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las 
pretensiones. PARAGRAFO.- En la aplicación anterior, además, se tendrán en cuenta las 
normas legales que en particular regulen la materia. ARTICULO CUARTO.- Fijación de 
tarifas. Las tarifas máximas de agencias en derecho se establecen en salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, o en porcentajes relativos al valor de las pretensiones de la 
demanda reconocidas o negadas en la sentencia. PARAGRAFO. En los eventos de 
terminación del proceso sin haberse proferido sentencia, o ésta sea solamente declarativa, 
se tendrán en cuenta los criterios previstos en el artículo tercero, sin que en ningún caso 
la tarifa fijada supere el equivalente a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes. 
 
4: Que se ordene conformarse el Comité de verificación del cumplimiento de la sentencia, 
qué trata el inciso 5° del artículo 34 de la Ley 472 de 1998, con la participación de las 
partes y del juez 
  



5. Ordénese compulsar copias de la sentencia a la Procuraduría Provincial para que se 
orden las investigaciones disciplinarias a que allá lugar en contra de los alcaldes 
responsables de estos hechos.”. 

 

Se expide en Bucaramanga, a los veinticinco (25) días del mes de octubre de dos mil 

veintitrés (2.023) 
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